
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE AIBONITO, ARECIBO Y UTUADO 
PANEL ESPECIAL 

 
EL PUEBLO DE 
PUERTO RICO   

 
APELADO 

 
V. 
 

LAURA QUINTERO 
 

APELANTE 

KLAN201501761 

APELACION 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala de Camuy 
 
Caso Criminal 
Núm.   
CRC2015-0243 
 
Sobre: Art.  241 
del Código Penal  

Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la Juez 
Grana Martínez  y la Juez Vicenty Nazario.   
 
González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 La señora Laura Quintero Abreu apela la sentencia impuesta 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Camuy (TPI),  por 

violación del Artículo 241 del Código Penal de 2012 (Alteración a la 

paz).1 A continuación, una exposición de los hechos, según 

declarados ante el tribunal y expuestos en la transcripción sometida 

ante este Foro.2   

I 

 El agente Noel Berríos ha trabajado para la Policía de Puerto 

Rico cerca de 20 años y, más o menos, 15 años en la División de 

Patrullas y Carreteras de Arecibo a la que estaba asignado el día de 

los hechos. El 25 de agosto de 2015, a eso de las 12:00 p.m., se 

encontraba en su patrulla en el Solo que ubica frente al parador  

Guajataca. Mientras esperaba a que pasaran los automóviles para 

                                                 
1
 La apelante fue acusada por dos delitos: alteración a la paz y obstrucción a la autoridad 

pública. Por este último resultó absuelta.  

2
 El juicio se celebró el 13 de octubre de 2015. Declararon: el agente Noel Berríos 

Rodríguez y el sargento Joel Rodríguez Benítez.  



 
 

 

KLAN201501761 

 

2 

virar en “U”, se percató en el radar que un vehículo discurría a 62 

millas por hora en una zona de 50 millas. El automóvil, una 

Mitsubishi Montero color azul, venía de Isabela hacia Arecibo. 

Encendió el biombo y la sirena, se le dio el alto y el agente 

estacionó su patrulla detrás del vehículo detenido. El agente Berríos 

se acercó al vehículo, saludo a la señora Laura Quintero Abreu, le 

informó que la detenía porque se desplazaba a 62 millas en una 

zona de 50 y le solicitó la licencia de conducir y la del registro del 

automóvil. Igualmente, le indicó que podía bajarse del vehículo para 

verificar el radar. Inmediatamente, la señora Quintero Abreu le 

cuestionó en tono molesto cuánto tiempo llevaba detenido en el 

Solo, a lo que el agente le contestó que el necesario para poder 

virar en “U” y no provocar un accidente. A su vez, aún molesta, le 

cuestionó cómo sabía él que el vehículo de ella era el que iba a 62 

millas, porque el radar no señala que el automóvil que discurría a 

esa velocidad era una Mitsubishi Montero azul. A esto el agente le 

respondió que el radar computa únicamente la velocidad y no el tipo 

de carro que se mueve a esa rapidez. Luego, la señora Quintero 

Abreu le pidió una oportunidad, a lo que el agente contestó que “no” 

con la cabeza. El agente fue a su patrulla, llenó el boleto por exceso 

de velocidad, se lo entregó a la señora Quintero Abreu y pasó a 

indicarle lo que podía hacer si estaba inconforme con el boleto. 

Cuando la señora Quintero Abreu tomó el boleto le comunicó lo 

siguiente al agente: “claro, esto es fácil, cualquiera puede dar un 

boleto, sabes, cualquiera puede dar un boleto, pero, a que no te 

metes en los caseríos a coger los delincuentes y a los que están 

vendiendo drogas.”3 Mientras el agente la miraba ella prosiguió: 

“claro, pero, como este boleto yo voy a estar quieta, ¿tú sabes por 

                                                 
3
 Véase la página 10 de la transcripción.  
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qué tú no te metes en el caserío?, porque todos ustedes son unos 

cobardes, es más, todos ustedes son unos mamaos. Tú eres un 

mamao.”4 Esto último se lo repitió en tres ocasiones corridas. En 

cuanto a ello, en el juicio el agente Berríos señaló:  

P. ¿En tres ocasiones distintas le dijo qué? 
 
R. Que yo era un mamao y que era un cobarde. 
Entonces, pues, yo me le quedo mirando porque en el 
momento, pues, yo no creía que lo que estaba pasando 
porque… y mucho menos de una dama. Entonces, yo 
me le quedo mirando y lo que pude contestarle fue: 
mire, ¿en qué momento yo le falté el respecto a usted? 
Sabes, esto es una amonestación de tránsito, sabes, 
usted no tiene por qué decirme a mí eso. Entonces, yo 
le dije: si usted tiene problemas en cuanto al boleto, 
usted va al Tribunal de Quebradillas, pide un recurso de 
revisión y entonces, vemos allí el boleto. Eso es todo lo 
que tiene que hacer. Entonces, ella me dijo a mí que: 
“¿tú sabes lo que yo pienso del recurso de revisión? 
Éste es el…” Perdonando al Juez. “Este es, para el 
recurso de revisión, este es el recurso de revisión que 
yo voy a pedir.” Se montó en el carro. Yo no intenté 
detenerla en el momento esposada porque como tengo 
que consultar con un supervisor. Ella se montó en el 
carro y se marchó a toda velocidad del sitio. Me dejó 
con la palabra en la boca.5 
 

 El agente Berríos declaró que se sintió molesto e indignado al 

escuchar lo que le dijo la señora Quintero Abreu y al ver que ésta le 

“sacó el dedo” del corazón.6 Aseveró que en sus cerca de 20 años 

en la policía nunca se había topado con una situación como esa. 

Indicó que le iba a instruir a la señora Quintero Abreu que se 

mantuviera en el lugar, pero ésta lo dejó con la palabra en la boca. 

Procedió entonces a llamar a su supervisor (el sargento Joel 

Rodríguez) para informarle de lo sucedido.7 Le comunicó que 

seguiría a la señora Quintero Abreu y que esperaría a que llegara 

para detenerla. En el semáforo de un Econo en Camuy el sargento 

                                                 
4
 Véase la página 10 de la transcripción. 

5
 Véase las páginas 10-11 de la transcripción. 

6
 Véase la página 11 de la transcripción. 

7
 A preguntas de la defensa, el agente Berríos indicó que llamó a su supervisor porque 

“quería evitar una situación mayor.” Véase la página 19 de la transcripción. 
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Rodríguez alcanzó al agente, quien se mantenía detrás del 

automóvil de la señora Quintero Abreu. Allí la detuvieron. El agente 

Berríos le solicitó al sargento Rodríguez que hablara con la señora 

Quintero Abreu.8 El sargento fue hasta ella, mientras el agente 

Berríos se situó al lado. El sargento Rodríguez le inquirió sobre lo 

sucedido y si le faltó el respeto al agente. La señora Quintero Abreu 

le respondió que le había dicho agente mamao, además de 

cobarde. En esos momentos, ella estaba en una actitud “altanera y 

desafiante, provocando la situación”9, hasta que el sargento 

Rodríguez “siguió entonces bajándole, bajándole, bajando hasta 

que la pudo tranquilizar y entonces le pidió la licencia y la 

registración nuevamente para entonces tomarle los datos y quedó 

citada para el Tribunal en Quebradillas.”10 Por su parte, la versión 

del sargento Rodríguez cuando se le acercó a la señora Quintero 

Abreu fue la siguiente:  

R. […] Yo le dije: dama, pero, puede estar tranquila, 
¿me entiende?, yo lo que quiero es ayudarla, ¿me 
entiende?, porque si tiene alguna situación, el 
compañero me está haciendo unas alegaciones de que 
usted le dijo unas palabras y él se sintió ofendido y le 
alteró la paz, él se comunicó conmigo mediante llamada 
telefónica y me está explicando la situación. Entonces 
me dice: “no, él  lo que tiene es una persecución, que 
yo no….” Yo le dije: dama, pero, ¿por qué usted alega 
eso? Entonces me dijo: “no, que…”. Él está… y yo le 
expliqué que se sintió ofendido y entonces, ella me 
dice… que se sintió ofendido, entonces ella me dice: 
“sí, es verdad, yo le dije que era un mamao.” Entonces, 
yo como que hice una pausa y le dije: pero, ¿por qué 
usted tiene que faltarle el respeto?; ¿por qué?; ¿él le 
dijo algo, le faltó el respeto? Me dijo: “no, él no me dijo 
nada, él no me dijo nada, pero, no me dijo buenos 
días.” Y yo le dije: “dama, pero, ¿usted entiende que, 
porque él no le dijo buenos días, alegadamente, usted 

                                                 
8
 Según indicó el sargento Rodríguez en la vista, fue él quien le ordenó no intervenir con 

la señora Quintero Abreu hasta que llegara a la escena. Lo hizo “[p]ara evitar otra 
situación, […] Para evitar situaciones, ya que ella estaba alterada y como le dijo 
“mamao” en repetidas ocasiones, pues entonces yo le dije [al agente Berríos]: pues, 
mira, mejor no intervengas, deja que yo llegue que yo voy a tratar de poner la paz.” 
Véase la página 42 de la transcripción. 

9
 Véase la página 14 de la transcripción. 

10
 Véase la página 14 de la transcripción. 
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tiene que faltarle el respeto de esa manera? “Es que yo 
le dije que él era un mamao y….” Y yo le dije: dama, 
pero, es que esa no es la actitud. ¿Me entiendes? 
Entonces, pues, ahí le digo: mire, yo voy a hacer algo, 
entonces yo voy a llevar el caso al Tribunal, voy a llevar 
el caso al Tribunal y la voy a denunciar a usted por 
alteración a la paz. Hizo así, como que… como que 
pues. Entonces, voy a la patrulla, busco la citación, 
lleno la citación y cuando llego, le digo: mire, dama le 
voy a citar para ir al Tribunal para tal día, le explico y 
me dice: “yo le puedo pedir disculpas.” Y yo le dije… 
Ahí es cuando yo me doy cuenta que la intención no 
era pedir disculpas realmente, la intención era evitar el 
procedimiento. ¿Me entiendes? Porque trato de 
controlarla durante todo el transcurso que estoy 
hablando con ella y cuando la cito, cuando voy a citarla, 
entonces: “voy a pedir disculpas.” Entonces yo digo: 
pero… Entonces, yo le dije: pero, ya, en este momento 
lo ideal es que vaya al Tribunal y sea en el Tribunal que 
se vea la situación. […] 
 
[…] P. Sí. ¿Y luego de que usted le entregó la citación, 
qué pasó? 
 
R. Cuando yo le entrego la Citación, ella agarra la 
citación y se va y entonces, me dice: “¡ah!, pues, no te 
preocupes, dame los nombres de todos los que están 
aquí que ahora yo sabré lo que voy a hacer.” Entonces, 
yo le digo: mire dama, si tiene alguna duda de cuál es 
el procedimiento yo le puedo explicar, ¿me entiende?, 
yo no tengo ningún problema, para eso estoy yo. Y me 
dijo: “yo sé dónde yo tengo que ir.” Me dijo: “Yo sé 
dónde yo tengo que ir.” Yo le dije: mire, pues, usted 
sabe, puede hacerlo en tal sitio. Le expliqué. Y me dijo: 
“yo sé yo tengo que ir y donde menos voy a ir es a 
donde tú trabajas.” Se montó, arrancó y se fue.11 
 

 Luego de escuchar los testimonios, el juzgador de instancia 

declaró a la señora Quintero Abreu no culpable por el delito de 

obstrucción a la autoridad pública y culpable por el delito de 

alteración a la paz. Por esto último le impuso como sentencia una 

multa de $200, más $100 de pena especial. Insatisfecha la Sra. 

Quintero, interpuso el recurso de apelación que nos ocupa. Le 

imputó al foro de instancia errar al declararla culpable (1) “a pesar 

de que hubo ausencia de los elementos constitutivos del delito de 

alteración a la paz, según la letra de la ley y la jurisprudencia 

                                                 
11

 Véase las páginas 31 y 32 de la transcripción. 
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aplicable”; y (2) “al hacer abstracción de la jurisprudencia aplicable 

en cuanto a evaluar el contenido ofensivo de las alegadas frases 

proferidas sin utilizar el estándar de prudencia y razonabilidad del 

sujeto contra quien fueron dirigidos.”  

II 

-A- 

 La apelante fue declarada culpable por violación al inciso (c) 

del Artículo 241 del Código Penal de 2012. Este artículo tipifica el 

delito menos grave de alteración a la paz y mantiene en el referido 

inciso igual redacción que su precedente. Lee como sigue:  

 Incurrirá en delito menos grave, toda persona que 
realice cualquiera de los siguientes actos: 
 
 […] (c) perturbe la paz o tranquilidad de una o 
varias personas en forma estrepitosa o inconveniente 
mediante vituperios, oprobios, desafíos, provocaciones, 
palabras insultantes o actos que puedan provocar una 
reacción violenta o airada en quien las escucha. 33 
LPRA sec. 5331. 
 

 La modalidad contenida en el aludido acápite recoge la 

perturbación de la paz o tranquilidad  de una o varias personas 

mediante el uso de palabras insultantes que puedan tener como 

consecuencia una reacción violenta o airada de quien las escucha.  

Véase, Pueblo v. García Colón I, 182 DPR 129, 146 (2011). A  ese 

tipo de expresión se le suele denominar como palabras de riña 

(fighting words). Atinente a la modalidad bajo consideración del 

delito de alteración a la paz, las palabras de riña (fighting words) 

constituye un medio de expresión cuyo contenido puede ser 

penalizado. Pueblo v. García Colón I, supra, págs. 152, 157 y 171; 

Chaplinsky v. New Hampshire, 315 US 568 (1942).Ahora bien, 

meros epítetos, oprobios o insultos no configuran el delito de 
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alteración a la paz.12 Se necesita más que eso, debido a la 

interacción de este tipo de conducta con el derecho constitucional a  

la libertad de expresión. Véase el Artículo II Sección 4 de nuestra 

Constitución y la Primera Enmienda de la Constitución de Estados 

Unidos. 

Las palabras de riña se definen como “las que por el simple 

hecho de ser proferidas infligen daño o tienden a causar una 

inmediata alteración de la paz.” Pueblo v. Caro González, 110 DPR 

518, 525 (1980).13 Para determinar si se está o no ante este tipo de 

palabras, “hay que atender a las que [una persona] de inteligencia 

común entendería que pueden causar el que una persona promedio 

o de sensibilidad ordinaria reaccione violentamente en respuesta a 

habérselas proferido.” Id.; véase, Pueblo v. García Colón I, supra, 

pág. 157, y Pueblo v. Rodríguez Lugo, 156 DPR 42, 50 (2002), el 

cual trata, no sobre lenguaje ofensivo, sino conducta ofensiva (se le 

tomó una foto a una persona sin su consentimiento).14  

 El delito de alteración a la paz no requiere que se afecte un 

sector de la comunidad o el público en general para que sea 

punible. Véase, a modo de ejemplo, Vizcarra Castellón v. El Pueblo, 

                                                 
12

 En Gooding v. Wilson, 405 US 518 (1972) el Tribunal Supremo exceptuó del concepto 
de “fighting words” las que un estatuto señalaba que eran “oprobios” y “lenguaje abusivo 
tendente a alterar la paz”. Al hacerlo las definió como: “as conveying or intended to 
convey disgrace” y “harsh insulting language”, respectivamente. Id., pág. 526; véase, 
además, Pueblo v. García Colón I, supra, págs. 152-153. 

13
 La definición se toma de Chaplinsky v. New Hampshire, supra. En este caso, el 

Tribunal Supremo de Estados Unidos delimitó “insulting or fighting words” como: “those 
which, by their very utterance, inflict injury or tend to incite an immediate breach of the 
peace.” Id., pág. 572. Por su parte, en Chaplinsky, el tribunal recalcó además:  

 It has been well observed that such utterances are no essential 
part of any exposition of ideas, and are of such slight social value as a 
step to truth that any benefit that may be derived from them is clearly 
outweighed by the social interest in order and morality. 

 Resort to epithets or personal abuse is not in any proper sense 
communication of information or opinion safeguarded by the 
Constitution, and its punishment as a criminal act would raise no 
question under that instrument. Id.; años después el Tribunal Supremo 
abandonó el criterio de que la expresión de riña es también aquella que 
inflige daño. Véase, Rosenfeld v. New Jersey, 408 US 901 (1972). 

14
 El estándar es el mismo que el de palabras ofensivas. Esto es, para que sea delictiva 

la conducta ofensiva debe ser tal que pueda provocar en una persona común una 
reacción violenta. Pueblo v. Rodríguez Lugo, supra, pág. 53. 
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92 DPR 156, 165-167 (1965), (una llamada telefónica); Ramos v. 

Tribunal de Distrito, 73 DPR 417 (1952), (atisbar por una ventana 

del dormitorio de un matrimonio cuando se disponían a dormir). Este 

delito puede comprender dos modalidades: la alteración de la paz 

pública y la alteración de la paz del individuo en particular. Pueblo v. 

Arcelay Galán, 102 DPR 409, 418 (1974).  

 En su modalidad individual, es un elemento básico para la 

configuración del delito de alteración a la paz que la persona 

perjudicada esté en paz y que el acusado sea quien inicie los 

insultos. Pueblo v. De León Martínez, 132 DPR 746, 767-768 

(1993). Sin duda, “una sensación de grave alarma o intranquilidad 

presupone una evolución anímica, presupone un estado previo de 

paz.” Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 802 (2002).15 Por paz se 

entiende “la tranquilidad de que gozan los ciudadanos cuando reina 

buen orden.” El Pueblo v. Ruiz, 29 DPR 74, 77 (1921), reiterado en 

Pueblo v. De León Martínez, supra, pág. 767. Adicionalmente, se ha 

indicado: “[l]a paz de algún individuo queda perturbada cuando la 

sensación de seguridad y tranquilidad que toda persona siente al 

amparo de la protección de la ley es invadida.” Pueblo v. Rodríguez 

Lugo, supra, pág. 51. También se ha dicho que no es necesario que 

la persona perturbada reaccione con violencia, pues “[d]ependiendo 

de las circunstancias, se puede estimar que quedó alterada la paz 

de una persona sólo cuando ésta justificadamente se ha sentido 

„alarmada‟ por un comportamiento claramente intrusivo de la 

intimidad del hogar.” Id.; Pueblo v. Figueroa Navarro, 104 DPR 721 

(1976); Ramos v. Tribunal de Distrito, supra. 

                                                 
15

 En Pueblo v. Irizarry, supra, el Tribunal Supremo calificó de impropio el que una 
maestra le dijera a otra “embustera” y “vieja ridícula”, sin embargo, tales expresiones, en 
el contexto del caso, no configuraban el delito de alteración a la paz. 
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Debemos recalcar que un epíteto grosero no es suficiente de 

por sí para configurar el delito de alteración a la paz. El Pueblo v. 

Ruiz, supra, pág. 76. Debe rebasarse  el uso  de lenguaje 

indecoroso que genere un mero malestar. Pueblo v. Rodríguez 

Lugo, supra, págs. 51-52.16 Como se ha mencionado, “[l]a persona 

debe haber reaccionado con violencia, o al menos haber sufrido una 

grave alarma e intranquilidad.” Id., pág. 60. Por ejemplo, en El 

Pueblo v. Ruiz, supra, el Tribunal Supremo hizo un análisis 

circunstancial de la situación en cuestión y revocó la convicción que 

se fundó en una discusión que tuvo el señor Emilio Ruiz con un juez 

municipal en un café del pueblo de Bayamón, originada dicha 

discusión por la determinación del juez en un caso:17 

 Los hechos tienden a demostrar que estos dos 
hombres habían sido amigos; que el lenguaje 
indecoroso fué empleado en tono bajo. Era ofensivo y 
no realmente excusable. El acusado, sin embargo, no 
buscó ninguna cuestión y fué llamado por el mismo juez 
para que fuera donde él. Como el acusado 
probablemente estaba enconado por la condena de su 
encargado, no era el momento propicio, por decirlo así, 
para que el juez lo hiciera hablar. […] Fué 
probablemente más bien la dignidad, no la tranquilidad 
del juez la que fué ofendida de acuerdo con los hechos 
particulares del caso. El Pueblo v. Ruiz, supra, págs. 
76-77.  
 

 En lo que corresponde propiamente a policías en el  

cumplimiento del deber,  la duda en cuanto a si a un policía se le 

puede alterar la paz quedó definitivamente resuelta en Pueblo v. 

Caro González, supra. Unos policías arribaron al hogar de Martín 

                                                 
16

 Hace casi un siglo atrás el Tribunal Supremo, utilizando de referencia varios 
diccionarios de la época, definió “vituperios” como “[f]alsear, presentar o exponer a 
calumnia o ridículo; difamar; calumniar; vilipendiar. […] Específicamente, exponer 
injustamente a desprecio o vergüenza; […] Baldón u oprobio que se dice a uno. Acción o 
circunstancia que causa afrenta o deshonra […], decir mal de una persona o cosa, 
notándola de viciosa o indigna.” El Pueblo v. Ways, 29 DPR 334, 338 (1921); véase, 
además, Pueblo v. Caro González, supra, pág. 522.    

17
 En lo pertinente, la acusación en contra de Emilio Ruiz se hizo bajo el Artículo 368 del 

antiguo Código Penal y le imputó a éste perturbar la paz y tranquilidad de “Marcelino 
Romaní, Ricardo Val Lloveras e Ignacio L. Torres, que estaban presentes, con una 
conducta denigrante y ofensiva, dirigiendo al primero de ellos frases denigrantes e 
indecorosas. . .”. El Pueblo v. Ruiz, supra, pág. 75. 
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Caro González en respuesta a una querella de la esposa de éste. 

Una vez allí, los agentes tocaron a la puerta y oyeron que Caro 

González les dijo, entre otras cosas: “La policía que se vaya al 

c…jo, ustedes son unos p….jos. Suban arriba, que les voy a entrar 

a palos.” Id., pág. 520. No hubo contacto físico con la policía, ya que 

éstos no lograron entrar a la residencia. A Caro González se le 

acusó por alteración a la paz, fue encontrado culpable y el Tribunal 

Supremo sostuvo el fallo. El Tribunal enfatizó que el policía como 

persona no está excluido de las interferencias indebidas con su paz 

y tranquilidad. Ahora bien, resaltó la particularidad de su función:  

[…] entre todas las circunstancias a ser consideradas 
para la crucial determinación de si las palabras resultan 
ser “de riña”, siempre ha de atenderse al hecho de que 
en la relación de un policía debe esperarse un mayor 
grado de control de sus emociones, demostrando un 
alto grado de tolerancia ante las posibles afrentas de 
que pueda ser objeto en fluidas situaciones.” Id., pág. 
529.18   
 
Al aplicar el derecho a los hechos en ese caso el Tribunal 

Supremo determinó que las palabras proferidas por Caro González 

al policía –dentro del significado que le atribuye la idiosincrasia 

general puertorriqueña–, más que de carácter de molestia, 

resultaron ofensivas, hirientes e irritantes, capaces de provocar una 

respuesta violenta y, por consiguiente, una alteración de la paz. Id., 

págs. 529-530. 

Contrástese el citado caso con el de Pueblo v. Kortright, 70 

DPR 399 (1949), en el que se acusó a Luis A. Kortright de 

manifestar, durante unas incidencias huelgarias en la Universidad 

de Puerto Rico, lo siguiente: “esos policías y esta detective son unos 

abusadores y unos charlatanes.” Id., pág. 400. Se detalló que 

Kortright hizo tales manifestaciones en un tono alto y que estaba “un 

                                                 
18

 Los jueces asociados Rigau y Díaz Cruz concurrieron mediante opiniones separadas, 
y el juez presidente Trías Monge disintió sin opinión.  
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poco excitado, algo violento.” Id. Sin embargo, el Tribunal Supremo 

determinó que las palabras atribuidas a Kortright no eran suficientes 

bajo las circunstancias del caso, para que se configuraran el  delito 

de alteración a la paz, por lo que Kortright fue absuelto.19 

En Pueblo v. García Colón I, supra, unos policías detuvieron a 

Mario García Colón por una infracción a la Ley de Vehículos y 

Tránsito, le expidieron un boleto, pero como éste se negó a firmarlo 

el agente que intervino con él hizo una anotación en el boleto y 

luego se lo entregó junto con otros documentos. De inmediato, 

García Colón se bajó del vehículo y le expresó a los agentes –

mientras les apuntaba con el dedo índice– que eran “unos 

charlatanes, corruptos y que no val[ían] nada.” Id., pág. 137. El 

Tribunal Supremo revocó el fallo condenatorio en gran medida 

porque el Ministerio Público no desfiló prueba alguna en cuanto al 

estado emocional de los policías. Considérese que, como ya hemos 

indicado, el estado anímico es un elemento subjetivo que se tiene 

que configurar para que se cometa el delito. Tiene que suceder un 

cambio o alteración de ese estado pasivo o tranquilo. Los policías 

declararon sentirse ofendidos y molestos, pero en ningún momento 

manifestaron cómo se sentían antes de la intervención.20  

                                                 
19

 Otro ejemplo lo brinda la Sentencia dictada en el caso Pueblo v. Ortiz Díaz, 123 DPR 
865 (1989). En lo que atañe, se trató de una intervención de un policía con una joven. El 
agente la detiene, la monta en el vehículo oficial pero ésta se lanza del carro y comienza 
a correr en dirección a su residencia. El agente la alcanzó en el balcón de su casa y una 
vez allí Reinaldo Ortiz Díaz le pregunta a la joven qué estaba pasando a lo que ésta 
contesta que el policía le había golpeado. Ortiz Díaz le indica al policía que tenía que 
tener una orden para intervenir con la joven a lo que el policía contesta que ella había 
cometido un delito y que si seguía insistiendo lo arrestaría. Según el policía, Ortiz Díaz le 
gritó: “charlatán, hijo de la g…n p…a y c…n”. Id., pág. 867. Por tales expresiones el 
policía lo arrestó y posteriormente fue acusado de alteración a la paz. Según el Tribunal 
Supremo, la prueba evidenció que la actitud del agente hacia la joven y Ortiz Díaz fue 
agresiva y provocativa. Ante tales circunstancias, el Tribunal Supremo revocó la 
convicción de Ortiz Díaz por el delito de alteración de la paz. 

20
 Adicionalmente, el Tribunal Supremo señaló que “las expresiones „charlatán y 

corrupto‟ –si bien pueden provocar un sentimiento de molestia y frustración en el 
receptor– no deben considerarse lo suficientemente ofensivas e hirientes capaces de 
provocar una reacción violenta en un agente del orden público promedio que se 
encuentre en funciones.” Id., pág. 178. 
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En el aludido caso el Tribunal Supremo reiteró que el delito de 

alteración a la paz en su modalidad de expresiones de riña se 

puede configurar cuando la persona receptora es un policía en el 

ejercicio de sus funciones, aunque, “el estándar para evaluar si la 

expresión proferida es susceptible de configurar el delito […] es más 

estricto.” Pueblo v. García Colón I, supra, pág. 158. Lo anterior, 

debido en parte “al entrenamiento que reciben los policías para 

ejercitar un mayor grado de autorrestricción como parte de su 

función de preservar el orden.” Id. Además, como enfatizó el 

Tribunal a renglón seguido, la Primera Enmienda otorga una 

protección significativa a la crítica y al cuestionamiento verbal 

dirigido a los agentes de la policía. Id., citando a City of Houston, 

Tex. v. Hill, 482 US 451, 461 (1987).21 En cambio, ello no implica  

que los policías estén excluidos de la protección del delito de 

alteración a la paz mientras se encuentren en sus funciones, sino 

mas bien que “el alto grado de control de sus emociones que se le 

requiere al policía para desempeñar su trabajo, es un elemento que 

tiene que ser considerado al momento de determinar el efecto de 

las palabras y la probabilidad de que éstas puedan desatar una 

reacción violenta de su parte.” Pueblo v. García Colón I, supra, pág. 

179. 

                                                 
21

 City of Houston, Tex. v. Hill, supra, fue un caso en el que la policía arrestó Raymond 
Wayne Hill porque éste, interviniendo en una discusión entre dos policías y un 
ciudadano, le dijo a uno: “Why don‟t you pick on somebody your own size?” El estatuto 
por el cual se le imputó delito prohibía a una persona interrumpir intencionalmente a un 
policía y retarlo verbalmente durante el proceso de una investigación. El caso criminal no 
prosperó, pero Hill incoó una sentencia declaratoria para impugnar el estatuto. La 
sentencia declaratoria prosperó y el Tribunal Supremo sostuvo la determinación. Al final 
de la decisión de City of Houston, Tex. V. Hill, supra, el Tribunal Supremo de Estados 
Unidos indicó:  

 Today‟s decision reflects the constitutional requirement that, in 
the face of verbal challenges to police action, officers and municipalities 
must respond with restraint. We are mindful that the preservation of 
liberty depends in part upon the maintenance of social order. But the 
First Amendment recognizes, wisely we think, that a certain amount of 
expressive disorder not only is inevitable in a society committed to 
individual freedom, but must itself be protected if that freedom would 
survive. Id., 471-472, (citas omitidas).  
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-B- 

La presunción de inocencia es uno de los derechos 

fundamentales que le asiste a toda persona acusada de delito y 

constituye uno de los imperativos del debido proceso de ley en su 

vertiente sustantiva. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 786 (2002); 

Pueblo v. León Martínez, 132 DPR 746, 764 (1993). Es de tal peso 

esta presunción que permite que la persona acusada descanse en 

ella durante todas las etapas del proceso en primera instancia sin 

tener obligación alguna de aportar prueba para defenderse. Pueblo 

v. Irizarry, supra, pág. 787; Pueblo v. Bigio Pastrana, 116 DPR 748, 

760-761 (1985). Compete al Estado, por medio del Ministerio 

Público, presentar evidencia y cumplir con la carga de la prueba 

para establecer todos los elementos del delito, la intención o 

negligencia criminal en su comisión y la conexión de la persona 

acusada con los hechos, más allá de duda razonable. Véase, 

Pueblo v. Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 99 (2000); Pueblo v. Bigio 

Pastrana, supra. En el descargo de tal obligación no basta con que 

el Estado presente prueba que verse sólo sobre los elementos del 

delito, sino que dicha prueba tiene que ser satisfactoria, es decir, 

“que produzca certeza o convicción moral en una conciencia exenta 

de preocupación o en un ánimo no prevenido.” Pueblo v. Irizarry, 

supra, pág. 787; Pueblo v. Acevedo Estrada, supra, págs. 99-100; 

Pueblo v. Rosaly Soto, 128 DPR 729, 739 (1991); Pueblo v. Cabán 

Torres, 117 DPR 645, 652 (1986); Pueblo v. Carrasquillo 

Carrasquillo, 102 DPR 545, 552 (1974).   

La duda razonable que permea en nuestro sistema de 

derecho no exige precisión y certeza matemática. Consiste, mas 

bien, en una duda fundada, producto del raciocinio y consideración 

de todos los elementos de juicio envueltos. Pueblo v. Bigio 
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Pastrana, supra, pág. 761. No es una duda hija de la especulación e 

imaginación, pero tampoco es cualquier duda posible. Id. La duda 

razonable que justifica la absolución del acusado surge como 

resultado del raciocinio de todos los elementos de juicio envueltos y 

“de la consideración serena, justa e imparcial de la totalidad de la 

evidencia del caso o de la falta de suficiente prueba en apoyo de la 

acusación.” Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 788. En definitiva, la duda 

razonable no es otra cosa que “la insatisfacción de la conciencia del 

juzgador con la prueba presentada.” Id. 

De otra parte, la apreciación que hace un juzgador de los 

hechos y de la prueba desfilada en el juicio es una cuestión mixta 

de hecho y de derecho que recae sobre la determinación de 

culpabilidad del acusado y que como cuestión de derecho es 

revisable en apelación. Pueblo v. González Román, 138 DPR 691, 

708 (1995); Pueblo en interés del menor F.S.C., 128 DPR 931, 942 

(1991). Esto es así ya que el análisis de la prueba que se lleva a 

cabo, “pone en movimiento, además de la experiencia del juzgador, 

su conocimiento del Derecho para así llegar a una solución justa de 

la controversia.” Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, supra, pág. 

552; Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 653 (1986).   

En repetidas ocasiones el Tribunal Supremo ha enfatizado 

que la valoración y peso que el juzgador de los hechos le imparte a 

la prueba y a los testimonios presentados ante sí merecen respeto y 

confiabilidad por parte del foro apelativo. Véase, Pueblo v. 

Maisonave Rodríguez, 129 DPR 49, 62-63 (1991); Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, supra, pág. 551. Como corolario de esto, 

salvo que se demuestre la presencia de error manifiesto, pasión, 

prejuicio o parcialidad, el foro apelativo no debe intervenir con la 

evaluación de la prueba realizada por el juzgador de hechos. Pueblo 
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v. Acevedo Estrada, supra, págs. 98-99, Pueblo v. Rodríguez 

Román, 128 DPR 121, 128 (1991). No obstante, el foro apelativo 

podrá intervenir con la apreciación de la prueba cuando de una 

evaluación minuciosa surjan “serias dudas, razonables y fundadas, 

sobre la culpabilidad del acusado.” Pueblo v. Carrasquillo 

Carrasquillo, supra, pág. 551. Ante la inconformidad que crea la 

duda razonable, los tribunales apelativos, aunque no están en la 

misma posición de apreciar la credibilidad de los testigos, sí tienen, 

al igual que el foro apelado, “no sólo el derecho sino el deber de 

tener la conciencia tranquila y libre de preocupación.” Pueblo v. 

Irizarry, supra, pág. 790; Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, supra, 

pág. 552. 

III 

 ¿Probó el Ministerio Público más allá de duda razonable que 

la apelante cometió el delito de alteración a la paz? ¿Concurren 

todos los elementos del delito en este caso? Debemos comenzar 

por examinar específicamente si dentro de las circunstancias de 

este caso  se configuraron dos elementos indispensables del delito 

de alteración a la paz: el elemento objetivo y el elemento subjetivo. 

Pueblo v. García Colón I, supra, pág. 157. 

 Ya indicamos que el  elemento objetivo consiste en 

determinar si las palabras proferidas se pueden caracterizar como 

palabras de riña capaces de provocar una reacción violenta 

inmediata en una persona de sensibilidad ordinaria. Para ello se 

debe “evaluar el contexto y circunstancias en las cuales se realizó la 

expresión.” Pueblo v. García Colón I, supra, pág. 157.  

Somos de opinión que, dentro del contexto en el que se 

vertieron, las palabras proferidas por la apelante al agente Berríos 

fueron ofensivas, tendentes a irritar a cualquier persona de 
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sensibilidad ordinaria, incluyendo a un policía. El elemento quedó 

constituido aun considerando el análisis más estricto con que se 

examina la comisión del delito cuando la víctima de los insultos es 

un policía, quien se presume que está entrenado para manejar 

situaciones volátiles y de alta tensión. Como ha indicado la 

jurisprudencia, el hecho de que la víctima sea un policía  no exime 

al ciudadano del debido respeto y consideración a estos 

funcionarios públicos; tal hecho no constituye licencia  para el 

insulto, la incitación a la violencia y la alteración a la paz de los 

agentes del orden público.  

En este caso el agente Berríos detuvo a la apelante por una 

infracción de tránsito, como era su deber. Lo hizo de manera 

respetuosa y procedió conforme al protocolo de intervención en 

estos casos. La prueba es clara a los efectos de que el agente 

previo a la intervención se encontraba tranquilo y en control 

ordenado de la situación. Fue la acusada la que comenzó a formular  

cuestionamientos sobre el correcto proceder del agente con el 

propósito de molestar y ofender. Obviamente tal proceder no 

configuraba aún el delito de alteración a la paz.  Sin embargo,  una 

vez el tono y contenido de la expresión fue escalando al extremo de 

proferirle en tres ocasiones el término “mamao”, unido al epíteto de 

cobarde y al gesto indecoroso  en nuestro contexto  socio-cultural 

de mostrarle el dedo del corazón, se configuró el delito de alteración 

a la paz al provocar en el agente indignación, coraje y profunda 

molestia. Precisamente, fue  gracias al entrenamiento del agente 

que probablemente ese incidente no se desbordó en una reacción 

violenta de su parte, no obstante, su gran molestia y encono.  

Además de la patente falta de respeto a este funcionario 

público, el hilo de actuaciones de la apelante tuvieron como 
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propósito alterarle la paz al agente Berrios, con el potencial de 

provocar una reacción violenta de su parte.  Tal conducta no se 

trataba, en este contexto, de una crítica a la función del agente, 

protegida por la libertad de expresión, sino  que era constitutiva  de 

insulto, de incitación y de ofensa sin justificación meritoria.     

Por otro lado, además de configurarse el elemento objetivo  

como ya adelantamos, también se satisfizo en este caso el 

elemento subjetivo. El elemento subjetivo se refiere a que, en 

efecto, se haya perturbado la paz de la víctima del delito. Se 

recordará que para  que se configure este elemento “es necesario 

que la persona se encontrase en un estado de paz y tranquilidad 

previo a escuchar las manifestaciones proferidas en su contra.” 

Pueblo v. García Colón I, supra, pág. 175. En ausencia de este 

requisito no se estaría propiamente ante una alteración a la paz, 

puesto que no existiría ninguna paz o tranquilidad que alterar. Id. 

Particularmente en cuanto a este punto el Tribunal Supremo ha 

enfatizado:  

[…] el estado de ánimo de la víctima antes de llevarse a 
cabo las manifestaciones supuestamente delictivas es 
un factor sobre el cual el Ministerio Público tiene que 
pasar prueba para evidenciar que la víctima estaba en 
un estado de paz antes de escuchar las 
manifestaciones. El presumir que la persona se 
encontraba en un estado de tranquilidad debido a las 
condiciones y circunstancias en donde se llevó a cabo 
la manifestación, no es suficiente en derecho para 
sobrepasar el quantum de prueba más allá de duda 
razonable. La naturaleza subjetiva de este elemento del 
delito implica que el estado anímico de la persona 
afectada no necesariamente tiene que coincidir con el 
ambiente externo que lo rodea. Id., págs. 175-176. 
 

 Contrario a lo argumentado por la apelante, una lectura 

integral de la transcripción establece que este elemento fue 

establecido más allá de duda razonable. En su testimonio el agente 

Berríos indicó, lo cual fue creído por el TPI, que previo a la 
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intervención se encontraba tranquilo (le dio las buenas tardes a la 

apelante, la ilustró en cuanto al boleto y se mostraba paciente al 

inicio de la interacción) y que luego de que la apelante le 

recriminara de la manera que lo hizo, se sintió muy molesto y 

alterada  su paz  y tranquilidad.22 Como señalamos,  el hecho de 

que el agente no haya reaccionado violentamente, probablemente 

gracias a su adiestramiento para lidiar con situaciones de tensión, 

no derrota la configuración del delito. Véase, Pueblo v. Rodríguez 

Lugo, supra, pág. 51. Ante tales circunstancias, somos del criterio 

de que el indispensable elemento subjetivo del delito de alteración a 

la paz, relativo a que la víctima se encontraba  en un estado de paz 

y tranquilidad previo a escuchar las manifestaciones en su contra, 

quedó probado  por el Ministerio Público.  

En fin, el Estado robó más allá de duda razonable que la 

apelante cometió el delito de alteración a la paz. Las palabras 

proferidas por ésta y las acciones concomitantes a sus comentarios 

tenían potencialmente el efecto de desatar en la víctima una 

                                                 
22

 Además, a preguntas de la defensa, el agente Berríos contestó: 

P. Y eventualmente usted dice que ella utilizó un lenguaje en donde le 
dice a usted: “mamao.” ¿Correcto? 

R. Correcto. 

P. Y pues, estamos claros de que ese no es un lenguaje… usted no se 
sintió cómodo con ese lenguaje. ¿Correcto? 

R. No, claro que no. 

P. En ese momento, cuando usted no se sintió cómodo, ¿usted perdió el 
control? 

R. No, porque yo soy profesional. 

P. Le pregunto, una vez usted logra mantener el control, porque usted 
es un profesional, usted dice que se quedó como que no lo podía creer. 

R. Correcto. 

P. Y en ese momento a usted no le dio tiempo a decirle a la dama que 
se tenía que quedar porque iba a venir un oficial de mayor rango a 
investigar, ¿verdad que no le dio tiempo? 

R. No, porque ella arrancó. Véase la página 18 de la transcripción. 

Agréguese, además, el testimonio del sargento Rodríguez quien indicó que 
percibió a su compañero “controlado, pero, tranquilo no estaba.” Véase la página 36 de 
la transcripción. 



 
 

 

KLAN201501761    

 

19 

respuesta violenta inmediata y a provocarle intranquilidad y gran 

molestia.   Procede, por tanto, la confirmación de la sentencia.    

IV 

 A la luz de lo antes expuesto, se confirma el fallo apelado. 

 Lo acuerdo y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 La Juez Vicenty Nazario disiente con opinión escrita.  

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 
 
 
 


